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Aspectos generales. La reforma de los Estatutos

La segunda etapa de la reforma de los Estatutos de Autonomia de las Comu-
nidades Auténomas del 143 iniciada el afio pasado y continuada en el presente tiene,
como sabemos, un significado no sélo competencial, sino también organizativo e
institucional. Habiéndose ocupado sobre todo de la organizacién politica de la Co-
munidad Auténoma, poco se }ga innovado respecto de la Administracién piblica.

Destacamos, tal vez, las relaciones entre los conceptos de Instituciones de
autogobierno y de Administracién publica. Asi, en la reforma del Estatuto de
Cantabria (Ley orginica 8/98) la nueva redaccién del art. 35.3, por remisién al
24, incluye dentro de la competencia exclusiva de la Comunidad Auténoma rela-
tiva a la organizacién, régimen y funcionamiento de sus instituciones de autogo-
bierno, entre otras materias, «el establecimiento del régimen estatutario del per-
sonal funcionario, la elaboracién del procedimiento administrativo derivado de
las especialidades de su organizacién propia, la regulacién de los bienes de domi-
nio publico y patrimoniales cuya titularidad corresponda a la Comunidad
Auténoma, y de los contratos y concesiones administrativas». En el mismo sen-
tido, se habia pronunciado la reforma del Estatuto de la Rioja, en su art. 31.5 por
remisién al 8.1, que contiene las competencias exclusivas, sefialando que tal com-
petencia exclusiva sobre las instituciones de autogobierno se ejercerd «de acuer-
do con la legislacién del Estado».

La confusién que se genera con este tipo de formulaciones es totalmente inne-
cesaria. O, mejor, lo serfa sin duda, si el propio Estatuto se cuidara de regular él
mismo las bases del régimen de sus instituciones de autogobierno. Hay que ir
reflexionando sobre el déficit organizativo de los Estatutos, en lo admimstrativo
y en lo territorial. Pero no cabe duda que es la norma adecuada para establecer
criterios materiales sobre la organizacién, como la tipologia de entes piblicos,
sus relaciones, etc. Y puede decirse que la actual dindmica de la reforma estatu-
taria ha descuidado este extremo, como ha ignorado en gran medida la proble-
mitica de la organizacién territorial de la Comunidad Auténoma y la relacién
con la autonomia municipal.

La modernizacién administrativa
Las Comunidades Auténomas siguen desplegando un cierto papel en los pro-

cesos de modernizacién administrativa y de mejora de las relaciones con los ciu-
dadanos. Recientemente, destaca una serie de disposiciones de la Generalitat valen-



556 VII. ALGUNOS ASPECTOS ESPECIFICOS DE LAS COMUNIDADES AUTONOMAS

ciana relativas a atencién la ciudadano, quejas, informacién, etc., incluidas en el
plan estratégico de esa Comunidad para la modernizacién administrativa. En la
_Rioja se desarrolla el Plan de Modernizacién de la Administracién piblica, en ma-
teria de informacién, inspeccién y evaluacién de la calidad de los servicios. En Ga-
licia se desarrolla la red de informacién y documentacién juvenil, y en Castilla-La
Mancha se efectda una amplia labor de determinacién de calidad de los servicios.

En cuanto a la simplificacién administrativa, la Ley catalana 3/98 de
Intervencién integral de la Administracién ambiental crea las Oficinas de gestién
ambiental unificada, para la tramitacién conjunta de las autorizaciones y licen-
cias que requieren la intervencién de diversos organismos; en Andalucia se abor-
dan las oficinas de respuesta unificada para las pequefias y medianas empresas, y
con similar objetivo, se regula la Unidad de Oficina de Tramitacién tinica de
Industrias creada en Galicia por Decreto 223/98. También en Galicia se aprueba
la relacién de procedimientos cuya falta de resolucién expresa produce efectos,
seglin los casos, estimatorios o desestimatorios. En varias Comunidades
Auténomas se regula el registro de contratistas con el fin de facilitar la acredita-
cién de la capacidad para contratar y evitar duplicidades documentales.

No deja de ser sintomético que todavia en Catalufia se haya de crear, final-
mente se hace por Decreto 30/98, una Comisién asesora para la Modernizacién
de la Administracién.

En cuanto a regulacién del régimen juridico, sefialemos la Ley Vasca 2/98,
reguladora de la potestad sancionadora de las Administraciones publicas, ~lo que
otras Comunidades Auténomas han regulado por reglamento, debido a la exce-
siva concrecién de la Ley 30/92- con un esfuerzo de mejorar las garantias de efi-
cacia y tutela de derechos e intereses.

Organos consultivos

En los Estatutos que han sido objeto de reforma se ha generalizado ya la refe-
rencia a los érganos consultivos juridico-técnicos, en unos casos creindolos ex
novo, y en otros, dando rango estatutario a la institucién que habia sido creada
por el legislador. Asi, el de Castilla y Leén crea el Consejo Consultivo como
superior 6rgano consultivo de la Junta y de la Administracion de Castilla y Leén,
remitiéndose a la Ley la regulacién de su composicién y competencias. Lo
mismo cabe decir de la reforma del Estatuto de Asturias. Por su parte, se elevaa
rango estatutario el Consejo Consultivo de la Rioja, puesto que se incorpora en
la reforma del Estatuto aprobada por Ley organica 2/1999, aunque se le sitda
dentro del capitulo referido a la justicia.

Las normas estatutarias a que nos estamos refiriendo no contienen reglas acer-
ca de la composicidn ni de las funciones de dichos Consejos, limitindose a remi-
tirse a la ley correspondiente. A lo sumo, el Estatuto de La Rioja precisa que la
Ley debera garantizar al objetividad y la independencia del organismo. También
aqui cabe plantear cuil debe ser la densidad estatutaria de las normas organizati-
vas, habida cuenta de las funciones que, como veremos, pueden desarrollar.

En ocasiones, e] Estatuto alude al Consejo de nueva creacién como 6rgano
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consultivo de ]a Comunidad Auténoma y de la Administracién local, como por
ejemplo, en Cantabria, siguiendo la orientacién de anteriores legislaciones como
la de Castilla-La Mancha, —cuyo Estatuto asi lo confirma~ y, més indirectamen-
te, de Murcia. Por cierto, ha entrado en funcionamiento el Consejo Juridico
Consultivo de Murcia, creado el afio 1997, pero curiosamente la reforma del
Estatuto, aprobada por Ley orginica 1/1998, no alude al mismo.

La generalizacién de estos Consejos ha de permitir racionalizar la intervencién
del Consejo de Estado, dando al tiempo una garantia propia de legalidad al ejerci-
cio de las potestades normativas, de revisién de actos, etc. Otra cosa es la unifor-
midad en su composicién y organizacién, que debe poder dar cabida a las opcio-
nes propias derivadas de la autoorganizacién de las Comunidades Auténomas.

En este sentido, destaca la curiosa por tantos conceptos disposicién adicional
decimoséptima de la Ley 30/92, introducida por la Ley 4/1999, de reforma. Se
refiere a la funcién consultiva en cuanto garantia del interés general y de la lega-
lidad objetiva de la Comunidad Auténoma. Pero contiene una regulacién singu-
lar para su organizacién especifica en los entes forales, que se ampara en el
art. 149.1.18 CE. Como sucede en otros dmbitos, nos encontramos con unas
bases estatales singulares para unos entes especificos; de modo que la potestad de
autoorganizacién autonémica queda trasladada al 4mbito estatal.

El caso es que dicha funcién consultiva podri articularse, en el 4mbito foral,
bien a través de érganos consultivos especificos, dotados de autonomia orgénica
y funcional, bien a través de los servicios juridicos de la Administracién activa,
en cuyo caso deberdn actuar sin sometimiento a jerarquia y de forma colegiada.
La férmula da satisfaccién a la ya antigua reivindicacién vasca —que el Tribunal
Supremo no habia acogido- acerca de la idoneidad de los servicios juridicos de
la Comunidad Auténoma para ejercer la funcién consultiva en sustitucién del
Consejo de Estado. La singularidad del caso no dejard de plantear alguna per-
plejidad si a las garantias acerca de la independencia en ejercicio de la funcién no
se le afiaden otras més generales acerca de la forma de provisién y de remocién de
los puestos de trabajos adscritos a dichos servicios juridicos.

Pero al margen de este supuesto, el interés por la regulacién de los 6rganos
consultivos de las Comunidades Auténomas estriba en su previsible generaliza-
cién no sélo en la funcién consultiva juridico administrativa, sino en la de natu-
raleza estatutaria y de garantia constitucional de la autonomia, a proyectar sobre
leyes y no sélo sobre %a accién administrativa. En efecto, esta faceta, que cum-
plen ya muchos de ellos —y que en Catalufia da lugar a un Consejo Consultivo
especifico, distinto de la Comisién Juridica Asesora, supremo Srgano consulti-
vo del Gobierno- va a ampliarse con la aprobacién de la reforma de la LOTC,
incluida en el paquete legislativo del llamado Pacto local. En efecto, se introdu-
ce un procedimiento de conflicto constitucional en defensa de la autonomia local
frente a leyes, a resolver por el Tribunal Constitucional, y en él se prevé la pre-
ceptiva intervencién previa del 6rgano consultivo de la Comunidad Auténoma.

La novedad que significa este nuevo proceso constitucional se comenta
ampliamente en el capitulo dedicado a la Administracién local. Pero aqui se des-
taca la intervencién de un érgano propio de la Comunidad Auténoma, especial-
mente id6nea en la medida en que las leyes autonémicas serédn sin duda las prin-
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cipales afectadas por dicho conflicto. De esta manera, ante un nuevo control de
la ley autonémica, la Comunidad Auténoma tiene asegurada su participacién, al
tiempo que realiza una funcién de garantia preliminar de la autonomia local que
puede evitar el desarrollo de algunos conflictos.

No cabe duda que con esta novedad se abrird una dinimica politica mis fle-
xible, puesto que las leyes de la Comunidad Auténoma pasarin a ser controla-
bles «desde dentro», no sélo desde el Estado. El papel de los é6rganos consulti-
vos, pues, va a ser de gran relieve.

Organos colegiados de consulta y de participacion

Se observa, tal vez, una frecuencia desigual en las distintas Comunidades
Auténomas, matizando la tendencia anterior que ha sido siempre de una genera-
lizada y constante apelacidn a este tipo de organismos.

Con caricter general, debe sefialarse que a consecuencia de la asuncién de
competencias educativas, se interviene especialmente en los rganos de partici-
pacién del sector. Asi, en Aragdn, la creacién del Consejo Escolar, extendiendo
los niveles de articulacién también a los dmbitos provincial, comarcal y local. Se
procede, también, a su regulacién en Murcia y en las Islas Baleares, adecuando
asimismo los niveles de articulacién territorial de los Consejos Escolares a sus
caracteristicas propias.

En el 4mbito de la economia, sefialemos que en Castilla y Leén la reforma del
Estatuto atribuye rango estatutario al Consejo Econémico y Social, mientras que
la legislacién ordinaria y los reglamentos de esta Comunidad Auténoma crean
varios consejos asesores y de participacién de amplio alcance material: empleo,
agricultura, turismo, etc. En Galicia se establece el Consejo Gallego de Consumi-
dores y Usuarios y se pone en funcionamiento la Comisién de cooperacién local.

En otro 4mbito, la Regién de Murcia, al amparo de la regulacién general
sobre consejos técnicos consultivos, ha creado dos mds, uno de ellos de asesora-
miento al Presidente en materia de Politica institucional.

Administracién institucional y empresas piblicas

El crecimiento del sector piblico autonémico sigue siendo una de las notas
constantes que requieren una consideracién. Y ademads, en los ltimos tiempos,
la categorizacién de los entes publicos instrumentales continua en una cierta
indefinicién. En una ocasién anterior nos hemos planteado la aplicabilidad,
~¢bésica, supletoria?—, a las Comunidades Auténomas de la tipologia de sujetos
publicos configurada en la LOFAGE. Y lo cierto es que de manera expresa, algu-
nas Comunidades Auténomas se remiten a la tipologia establecida por la LOFA-
GE para la Administracién del Estado, aunque bien pudieran ellas mismas regu-
lar su propio sector piblico. Por poner un ejemplo, Cantabria ha autorizado a su
gobierno a constituir cuatro entidades publicas empresariales, renunciando a
regular su régimen, remitiéndose literalmente al art. 53 de la LOFAGE.
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Por cierto, que entre las entidades cantabras aludidas destaca una entidad para
gestién de infraestructuras, en la linea de las ya existentes en varias Comunidades
Auténomas y en el propio dmbito estatal. Los problemas de su régimen de con-
tratacién no dejarin de plantearse, aunque la aplicacién de la nueva Ley 48/1998,
de procedimientos de contratacién en los sectores del agua, la energia, los trans-
portes y las telecomunicaciones ayudari a acotar el mismo.

En Asturias tiene lugar la creacién de la Junta de Saneamiento como organis-
mo auténomo y se promueve un decreto legislativo refundiendo el régimen eco-
némico y presupuestario del sector piblico este dltimo es reformado a los pocos
meses para impedir «el uso torticero» que hace el Gobierno «en situacién de pre-
cario» de la habilitacién de créditos con cargo al superéavit; también se sucede en
varias Comunidades Auténomas ~la misma Cantabria, por ejemplo- la creacién
de sociedades anénimas con participacién de la Comunidad Auténoma. En el
Pais Vasco se procura, por su parte, una mayor participacién social en el Consejo
de Administracién del ente piblico «Radio televisién Vasca».

Ahora bien, la otra cara de la moneda del crecimiento del sector parapiiblico
autonémico se vislumbra en las lineas liberalizadoras que van dibujindose pau-
latinamente. Asi, se dan nuevos pasos que pueden alentar un proceso de privati-
zacién del Ente Vasco de la Energfa, como se habia adelantado ya el afio anterior
y mediante Ley 7/1998, de 13 de marzo, se refuerza la intervencién de dicho
Ente en un marco de libre competencia y se suprime la obligacién de actuar a tra-
vés de sociedades publicas. Por su parte, en Cataluifia ha tenido lugar un debati-
do proceso de privatizacién del Centro Informaitico de la Generalitat, sociedad
mercantil en mano publica, que presta los servicios de tratamiento de datos a la
propia Administracién autonémica. Los riesgos para la proteccién de la intimi-
dad, al quedar todos los datos personales en manos de una empresa privada, fue-
ron advertidos incluso por una intervencién del Sindic de Greuges. Y también
cabe plantearse si es de aplicacién a las CCAA el procedimiento previsto en la
Ley estatal de Privatizacién de Empresas Publicas, que incluye el dictamen pre-
ceptivo del Consejo de Estado.

En una perspectiva a mis largo plazo, parece claro que las formas organizati-
vas privadas para prestar la asistencia sanitaria piblica, el gran bloque compe-
tencial pendiente para las Comunidades Auténomas del 143, van a ser un punto
de debate seguro. La polémica generada a nivel estatal por la cuestién de las fun-
daciones sanitarias y su incorporacién en la Ley de acompafiamiento ha tomado
en cuenta, ademis de los aspectos generales de politica de la gestién sanitaria, el
dato de la eventual hipoteca que pueda significar para las Comunidades
Auténomas la aplicacién de modelos organizativos determinados antes de pro-
ceder a los traspasos correspondientes.

Administracién corporativa
Igual que en el dltimo periodo, también este afio ha tenido lugar una notable

actividad de las Comunidades Auténomas en relacién con los distintos supues-
tos de corporaciones piiblicas de base privada.
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En cuanto a los Colegios profesionales, destacan como leyes de caricter gene-
ral las aprobadas por Aragén, Navarra y las Islas Baleares. Entre los aspectos
especificos de esta Gltima, se descarta la posibilidad de que existan colegios insu-
lares, por lo que sélo puede haber uno por cada profesién. Por lo que se refiere
a la ley aragonesa, ha sido modificada ya por la ley de acompafiamiento, para
excluir de la colegiacién obligatoria al personal de la Administracién aunque el
destinatario de sus actos profesionales fueran los particulares, remitiéndose al
régimen general.

Sigue habiendo una amplia actividad de creacién de colegios en varias Comu-
nidades Auténomas (Andalucia, Murcia, Castilla-La Mancha, Extremadura,
Galicia, Cantabria, etc.), y en relacién con los mismos se siguen planteando varios
problemas sin resolver definitivamente: la creacién por ley; la capacidad para inci-
dir en el «ejercicio de profesiones tituladas» por la via de dotar de caricter «cole-
giado» a nuevas especialidades o profesiones; la articulacién de los recursos contra
acuerdos ante consejo autonémico o ante el consejo estatal; o el ejercicio de los
poderes de tutela o fiscalizacién por la Comunidad Auténoma, como ha sucedido
con la de Madrid en relacién con el conflicto del Colegio de Arquitectos.

Las Cimaras de comercio han sido objeto de regulacién general en Navarra, y
en otras Comunidades Auténomas, en virtud de nuevas competencias asumidas con
Ja reforma de su Estatuto, como Castilla y Leén, se regula e impulsa el proceso elec-
toral. Por otro lado, en las Islas Baleares, la Ley 5/98, crea junto al Consejo Balear
de Transportes terrestres, 6rgano consultivo ordinario, el Comité Balear del Trans-
porte por carretera, configurado como una entidad corporativa de base privada.

Por lo que se refiere a las Cdmaras agrarias, en varias Comunidades Auténo-
mas se va sucediendo el proceso de liquidacién de las Cdmaras locales, que han
sido extinguidas en Aragén, Madrid, —que extingue la Cimara agraria local de
Madrid, y crea la Cdmara agraria de la Comunidad de Madrid- Navarra,
Cantabria —extincién también de las cimaras agrarias locales y ereccién de la de
dmbito regional-, etc. Lo cierto es que no dejan de plantearse problemas de con-
cepcion de los nuevos organismos.

Sefialemos también la regulacién por Decreto 79/98 de la estructura, organi-
zacién y funcionamiento de las Cofradias de pescadores de Galicia, especialmen-
te relevantes en dicha Comunidad Auténoma.

En fin, en el dmbito de las Academias, destaca este afio la creacién de la
Académia valenciana de la Llengua por ley 7/1998, como solucién institucional
a la problemdtica de la identidad lingiiistica en la Comunidad Valenciana. Est4
inicialmente compuesta por 21 miembros elegidos por las Cortes por mayoria de
dos tercios, por un periodo de quince afios, para ir evolucionando posterior-
mente hacia un sistema de cooptacién.

Universidades

Se produce una amplia actividad normativa de las Comunidades Auténomas
en el sector de la Universidad, en consonancia con los traspasos que se van con-
solidando en favor de todas ellas.
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Son varias las Comunidades Auténomas que legislan sobre el Consejo social
de las Universidades, asi como sobre la coordinacién y planificacién universita-
ria. Asf, Catalufia modifica su anterior normativa con una nueva Ley sobre
Consejos sociales de las universidades piblicas, en cuya composicién se da
mayor proporcién a la representacién de la sociedad; y aprueba también la Ley
sobre el Consejo Interuntversitario, con funciones de asesoramiento y progra-
macién. También el Pafs Vasco aprueba la Ley de ordenacién universitaria, aun-
que deja sin resolver algunas cuestiones problematicas.

Por su parte, Castilla y Ledn, aprueba la Ley 2/98, de 4 de junio, de coordi-
nacién universitaria, regulando separadamente el consejo interuniversitario y el
consejo regional de consejos sociales. En Cantabria, la aprobacién de la Ley
del Consejo social ha supuesto una disminucién de los representantes sociales
y municipales. Madrid dicta la Ley de Coordinacién universitaria, que es refor-
mada el mismo afio para incluir un representante de los sectores estudiantiles en
el Consejo Interuniversitario y Extremadura regula también por ley el Consejo
social de la Universidad. En su conjunto, no se observa una homogeneidad abso-
luta en la composicién y competencias de los consejos sociales.

Siguiendo con la materia universitaria, la Comunidad Auténoma de Murcia
divide la Universidad de Murcia en dos nuevas Universidades, Murcia y
Politécnica de Cartagena, y efectia el reconocimiento de la Universidad Catélica
de Murcia (UCAM), universidad privada, todo ello sin contar con ley de coor-
dinacién universitaria. En fin, Madrid lleva a cabo el reconocimiento de la Uni-
versidad privada «Camilo José Cela».



